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Panel integrado por su presidente, el juez Figueroa Cabán, y las 
juezas Birriel Cardona y Nieves Figueroa. 
 

Birriel Cardona, Jueza Ponente 

 

RESOLUCIÓN  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 Comparece por derecho propio el señor Luis A. Rodríguez 

Carmona (el señor Rodríguez o el peticionario) mediante un 

recurso de certiorari y nos solicita la revisión de la Resolución 

emitida el 12 de julio de 2017 por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de Bayamón (TPI). Mediante el referido dictamen el TPI 

declara sin lugar la Moción Solicitando Corrección de Sentencia al 

Amparo de la Regla 192.1 presentada por el peticionario.  

 Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

denegamos la expedición del auto de certiorari. 

I. 

         El 15 de septiembre de 2005, al celebrarse juicio por jurado, 

el peticionario fue hallado culpable por el delito de Asesinato en 

Primer Grado (Artículo 83 del Código Penal de 1974), así como de 
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dos infracciones a la Ley de Armas (Artículos 5.07 y 5.15 de la Ley 

Núm. 404-2000). El 13 de octubre de 2005, el señor Rodríguez 

fue sentenciado a una pena de prisión por doscientos dos años.  

 Posteriormente, el 2 de abril de 2018, el peticionario 

presenta Moción al Amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento 

Criminal, y solicita que el tribunal deje sin efecto la sentencia en 

su contra, para que le sea impuesta la pena correspondiente de 

manera concurrente. Alega que procede la enmienda conforme la 

Regla 192.1 ya que, no se probó más allá de duda razonable su 

culpabilidad. Asimismo, indica que no se configura el asesinato en 

primer grado sino un homicidio. De otra parte, señala que aplica 

la figura del concurso de delito en relación a los artículos 5.07 y 

5.15 de la Ley de Armas, supra. Finalmente, arguye que el jurado 

no adjudica la existencia de agravantes como manda la norma 

establecida en Pueblo v. Santana Vélez, 177 DPR 61 (2009).  

Evaluada la moción, el TPI declara No Ha Lugar la misma. 

Concluye que la culpabilidad o inocencia del convicto no es asunto 

susceptible de plantearse al amparo de la Regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal, sino es porque la sentencia impugnada 

está viciada por un error de derecho fundamental que contradiga 

la noción de lo que constituye un proceso justo. En lo referente al 

concurso de delitos sobre los artículos 5.15 y 5.07 de la Ley de 

Armas, supra, dispone que las penas impuestas serán cumplidas 

en forma concurrente entre sí, por no existir impedimento legal 

para ello a la fecha en que se dicta la sentencia. Además, indica 

que no es de aplicación la norma del caso Pueblo v. Santana Vélez, 

supra. Igualmente, aduce que de ser aplicable la referida norma, 

no se violan los derechos del peticionario garantizados por la 

Sexta Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos. 
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Sostiene que el jurado determina las situaciones de hecho que 

provocaron la aplicación de agravantes en este caso.  

Inconforme con la Resolución emitida el peticionario 

presenta Moción de Reconsideración. La reconsideración fue 

declarada No Ha Lugar y notificada el 12 de julio de 2018.   

 Insatisfecho con esta determinación, el peticionario recurre 

ante nos mediante un recurso de Certiorari, alegando la comisión 

del siguiente error por el TPI: 

ERRO EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA, SALA SUPERIOR DE BAYAMON, AL 

DICTAR LAS PENAS DE FORMA CONSECUTIVA 
CUANDO POR LA FECHA DE LOS HECHOS DE ESTE 

CASO SE HABIA ELIMINADO EL DISPOSITIVO DE 
AGRAVAMIENTO DE PENAS, [MEDIANTE LA LEY NUM. 

27 DEL 10 DE ENERO DE 2002], QUE IMPEDIA 
IMPONER DE FORMA CONCURRENTE LAS PENAS 

COMO ESTABA DEFINIDO EN EL CONCURSO DE 
DELITOS.  

 
 El 6 de septiembre de 2018 comparece ante nos el Ministerio 

Público representado por la Oficina del Procurador General (el 

Procurador) mediante Escrito en Cumplimiento de Orden. Sostiene 

que el planteamiento que esboza el peticionario es distinto a lo 

que argumenta en el TPI. Indica que el peticionario señala como 

error que procede la enmienda a la sentencia para que las penas 

sean cumplidas en forma concurrente, aplicando la doctrina del 

concurso de delito según el Art. 63 del Código Penal de 1974. El 

Procurador aduce que los delitos por los que resulta convicto el 

peticionario no cumplen con el requisito de unidad de propósito 

requerido por el Art. 63 del Código Penal de 1974. Asimismo, 

discute que no opera la figura del concurso de delito cuando el 

acto delictivo genera más de una lesión. Además, concluye que 

según la Regla 179 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, 

R.179, el tribunal tiene la discreción de establecer que la sentencia 

se cumpla consecutiva o concurrentemente.  
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 Examinados los escritos de las partes y los autos originales 

del caso ante nuestra consideración, estamos en posición de 

resolver. 

II. 

-A- 

El auto de certiorari es el vehículo procesal que permite a 

un tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un 

tribunal inferior. Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 

DPR 723, 728 (2016). El auto de certiorari es el vehículo procesal 

utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir 

un error cometido por un tribunal inferior. Se trata de un recurso 

extraordinario en el que se solicita que este Tribunal ejerza su 

discreción para corregir un error cometido por el Tribunal de 

Primera Instancia. Distinto a los recursos de apelación, el tribunal 

de superior jerarquía tiene la facultad de expedir o denegar el auto 

de certiorari. García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). Por 

tanto, “[…] descansa en la sana discreción del foro apelativo el 

expedir o no el auto solicitado.” Íd.      

A esos efectos, la Regla 40 del Reglamento Tribunal de 

Apelaciones, [4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40], enumera los criterios 

que dicho foro deberá considerar, de manera que pueda ejercer 

sabia y prudentemente su decisión de atender o no las 

controversias que le son planteadas. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 96-97 (2008).  Los criterios a considerar 

son los siguientes: 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 
B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso 

y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 
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D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados. 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta 

el caso es la más propicia para su consideración. 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causa un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio. 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. 
XXII-B, R. 40. 

En este ejercicio, nuestro Tribunal Supremo, ha expresado 

que un tribunal apelativo sólo intervendrá con las determinaciones 

interlocutorias discrecionales procesales del tribunal sentenciador 

cuando este último haya incurrido en arbitrariedad o en un craso 

abuso de discreción. García v. Asociación, 165 DPR 311, 322 

(2005); véase también, Lluch v. España Service, 117 DPR 729, 

745 (1986).   

-B- 

La Regla 192.1 de Procedimiento Criminal 34 LPRA Ap. II, 

R. 192.1, “establece que cualquier persona que se encuentre 

detenida en virtud de una sentencia dictada por cualquier sala del 

Tribunal de Primera Instancia y que alegue el derecho a ser puesta 

en libertad por cualquiera de las razones dispuestas en la misma 

Regla, podrá solicitarle en cualquier momento a la sala del tribunal 

que impuso la sentencia que la anule, deje sin efecto o la corrija”. 

Pueblo v. Contreras Severino, 185 DPR 646, 659 (2012). A estos 

efectos, establece que puede solicitarse por los siguientes 

fundamentos, 

[…] 

(a) la sentencia fue impuesta en violación de la 
Constitución o las leyes del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico o la Constitución y las leyes de 
Estados Unidos; o (b) el Tribunal no tenía 

jurisdicción para imponer dicha sentencia, o (c) la 
sentencia impuesta excede de la pena prescrita por 

la ley, o (d) la sentencia está sujeta a ataque 
colateral por cualquier motivo, podrá presentar una 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSTRPCRAPIIR34&originatingDoc=I41ba7fa811f411e2b11ea85d0b248d27&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSTRPCRAPIIR192&originatingDoc=I41ba7fa811f411e2b11ea85d0b248d27&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSTRPCRAPIIR192&originatingDoc=I41ba7fa811f411e2b11ea85d0b248d27&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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moción a la sala del tribunal que impuso la 

sentencia para que anule, deje sin efecto o corrija 
la sentencia. 

[…] 34 LPRA Ap. II, R. 192.1.  
 

De ordinario, la Regla 192.1 […] puede presentarse en 

cualquier momento, incluso después que la sentencia impugnada 

haya advenido final y firme. Pueblo v. Contreras Severino, supra, 

pág. 660. En la moción deberán incluirse todos los fundamentos 

que tenga el peticionario para solicitar el remedio provisto en esta 

regla. 34 LPRA Ap. II, R. 192.1. Se considerará que los 

fundamentos no incluidos han sido renunciados, salvo que el 

tribunal, con vista de una moción subsiguiente, determine que no 

pudieron razonablemente presentarse en la moción original. Id.  

Si el tribunal determina que la sentencia fue dictada sin 

jurisdicción, que la sentencia impuesta excede la pena prescrita 

por la ley, que por cualquier motivo está sujeta a ataque colateral 

o que ha habido tal violación a los derechos constitucionales del 

solicitante que la hace susceptible de ser atacada colateralmente, 

el tribunal anulará y dejará sin efecto la sentencia y ordenará que 

el peticionario sea puesto en libertad o dictará una nueva 

sentencia u ordenará un nuevo juicio, según proceda. . Pueblo v. 

Contreras Severino, supra, pág. 659-660. 

Esta impugnación sólo se puede hacer a base de 

planteamientos de derecho, ya que no se puede utilizar el vehículo 

establecido por la Regla 192.1 para revisar señalamientos de 

errores de hechos. Pueblo v. Román Martir, 169 DPR 809, 824 

(2007). Sólo estará disponible este mecanismo de revisión en 

aquellos casos en que la sentencia esté viciada de un error de tal 

magnitud que entre en conflicto con las nociones fundamentales 

de lo que constituye un procedimiento criminal justo. Id. 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSTRPCRAPIIR192&originatingDoc=I41ba7fa811f411e2b11ea85d0b248d27&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSTRPCRAPIIR192&originatingDoc=I41ba7fa811f411e2b11ea85d0b248d27&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2011254270&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2011254270&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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 Debido a que el propósito de la Regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal, supra, es revocar sentencias firmes, la 

concesión de un remedio bajo la misma sólo procede 

excepcionalmente, requiriendo a su vez un cuidadoso ejercicio de 

discreción judicial. Pueblo v. Román Martir, supra, págs. 21-22. 

Tiene el proponente que incluir todos los fundamentos exigidos 

por la regla para poderse conceder el remedio solicitado. 

Aseveraciones inmeritorias, flacas, descarnadas, carentes de 

fundamento, que no están apoyadas en datos o argumentos 

concretos no ameritan la concesión del remedio solicitado. Id., 

pág.19. Si de la faz de la moción se demuestra que el solicitante 

no tiene derecho a remedio alguno se deberá rechazar de plano la 

moción bajo la Regla 192.1. Id. Hay que recordar que en este 

recurso es al solicitante a quien corresponde el peso de probar la 

invalidez de la sentencia. Id. 

Este recurso bajo la Regla 192.1, [supra], sólo está 

disponible cuando la sentencia adolece de un defecto fundamental 

que conlleva inevitablemente una violación al debido proceso de 

ley. Pueblo v. Pérez Adorno, 78 DPR 946, 966 (2010). Por ello, 

salvo circunstancias excepcionales, no se concederá en sustitución 

del recurso ordinario de apelación. Id. 

III. 

Considerado el derecho antes expuesto y de los criterios 

establecidos en la Regla 40 de este Tribunal para la expedición del 

auto de certiorari, denegamos la expedición del recurso. 

La determinación del TPI no constituye un abuso de discreción o 

error en la aplicación de la norma procesal vigente que justifique 

nuestra intervención. A tales efectos, no habremos de intervenir 

con el manejo del caso por parte del foro sentenciador y 
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sostendremos su determinación.  En vista de ello, denegamos la 

expedición del auto de certiorari solicitado.   

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, los cuales 

hacemos formar parte de esta Resolución, denegamos la 

expedición del auto de certiorari. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


